STJSL-S.J. – S.D. Nº 114/18.-

--En la Provincia de San Luis, a veintinueve días del mes de mayo de dos mil dieciocho, se reúnen en Audiencia Pública los Señores Ministros Dres. MARTHA RAQUEL CORVALÁN, CARLOS ALBERTO COBO – Llamado a integrar al Dr. JAVIER SOLANO AYALA -Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “DÍAZ, HUGO ARIEL c/ LIBERTY ART – DEM. ENF. DEL TRABAJO – RECURSO DE CASACIÓN” - IURIX EXP. Nº 129721/5.-

Conforme al sorteo practicado oportunamente, con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal, Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. MARTHA RAQUEL CORVALÁN, CARLOS ALBERTO COBO y JAVIER SOLANO AYALA.
Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:

I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación?

II) ¿Existe en el fallo recurrido alguna de las causales enumeradas en el art. 287 del CPC y C.?

III) En caso afirmativo a la cuestión anterior: ¿Cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse del caso en estudio?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

V) ¿Cuál sobre las costas?

A LA PRIMERA CUESTIÓN, la Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN, dijo: 1) Que conforme constancias del sistema IURIX, la parte actora interpuso recurso de casación en fecha 21/10/2015, mediante actuación N° 4761988, contra sentencia definitiva Nº 158/2016, de fecha 13/10/2015 (actuación N° 4719058), dictada por la Cámara Civil, Comercial, Minas y Laboral N° 2 de la Segunda Circunscripción Judicial, en cuanto ésta confirmó la sentencia de primera instancia (actuación N° 3757234, de fecha 10/02/2015).
La sentencia de primera instancia, si bien hizo lugar a la demanda y condenó a la demandada, dijo que no correspondía aplicar las prestaciones dinerarias establecidas con posterioridad al acaecimiento del evento dañoso, lo que posteriormente fue confirmado en Cámara.
Que los fundamentos del recurso fueron presentados en fecha 30/10/2015, mediante actuación N° 4806113 y reiterados en actuación N° 4805931 en la misma fecha. 
En la fundamentación, dijo que el fallo recurrido ha dejado de aplicar las normas que corresponden, por lo que ha incurrido en la causal contemplada en el art. 287 inc. a) del CPC y C.

En concreto, se agravió de que la Cámara no haya determinado las prestaciones dinerarias indemnizatorias con el índice RIPTE, establecido por la ley N° 26.773, a pesar de que el infortunio laboral haya ocurrido con mucha antelación a la vigencia de la ley invocada (2005), pues tomar esos criterios de reparación, no es aplicar retroactivamente la ley, sino salvar la inequidad con un mecanismo de revalorización, según argumentó.
Citó doctrina y jurisprudencia.

Finalizó pidiendo se haga lugar al recurso de casación interpuesto, se casen las sentencias de primera y segunda instancia, en cuanto no hicieron lugar a la aplicación del índice RIPTE y adicional del 20% de la ley N° 26.773, dejándolas sin efecto y se disponga que el expediente baje a la Cámara de apelaciones para que ésta, a su vez, lo remita al juzgado de primera Instancia, ante el que se deberá dictar nueva sentencia por juez hábil, con costas.
2) Corrido el traslado de ley, la contraria no compareció a derecho, por lo que se dio por perdido el derecho de contestar el traslado, conforme decreto de foja 550, de fecha 15/03/2016 (actuación N° 5277069).
3) Que en fecha 16/08/2017 mediante actuación N° 7666540, obra dictamen del funcionario que subrogó al Procurador General, Dr. Néstor Armando Lucero, quien por los argumentos que expuso, a los que remito a causa de brevedad, propició el rechazo del recurso y la confirmación de la sentencia recurrida.

4) Que ante todo, corresponde evaluar la concurrencia de los recaudos de admisibilidad del recurso, esto es, la aptitud formal del acto impugnaticio, derivada de la confluencia de los requisitos exigidos por la ley para provocar el juicio de casación. 

En este sentido se advierte, que el recurso ha sido interpuesto y fundado temporáneamente, conforme los términos del art. 289 del CPC y C., en atención a constancias de: 1) La notificación de la sentencia recurrida, ocurrida el 16/10/2015 (actuaciones N° 663692/693/695), cfr. puede verse a foja 538; 2) La interposición del recurso en fecha 21/10/2015 (actuación N° 4761988); y 3) La fundación del mismo en fecha 30/10/2015 (actuaciones N° 4806113/4805931). 

El recurso se dirige contra una sentencia definitiva, en cumplimiento de lo imperado por el artículo 286 del CPC y C., y no es exigible el depósito previsto en el art. 290, en virtud de la eximición que la misma norma prevé por revestir el recurrente, la condición de empleado o trabajador. 

En consecuencia, considero en este estudio preliminar y en mérito a lo dispuesto por el inc. a) del art. 301 CPC y C., que el recurso articulado deviene formalmente admisible.

Por lo expuesto, VOTO a esta PRIMERA CUESTIÓN por la AFIRMATIVA.
Los Señores Ministros, Dres. CARLOS ALBERTO COBO y JAVIER SOLANO AYALA, comparten lo expresado por la Sra. Presidente, Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.-
A LA SEGUNDA CUESTIÓN, la Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN, dijo: 1) Que, a los efectos del análisis de esta segunda cuestión, y en armonía con lo que prescribe el art. 301 inc b) del CPC y C. debe dilucidarse, si en la resolución recurrida, existe alguna de las causales previstas en el art. 287 del código citado y si el escrito de fundación se basta a sí mismo, caso contrario el recurso deducido no podría prosperar. Recurso de Casación). (STJSL, 17/05/2007 “KRAVETZ, ELÍAS SAMUEL c/ EDISAL S.A. – D y P” –).-
Al respecto, este Alto Cuerpo tiene establecido, que para la procedencia del recurso de casación, se debe alegar sobre la correcta interpretación legal, indicando en modo claro y preciso, la forma en que se ha violado la ley invocada en el fallo y cuál es la interpretación correcta; circunstancia que si no se cumplimenta en autos, el recurso en estudio debe ser rechazado (cfr. fallo citado en párrafo anterior).

En relación a la correcta conceptualización, y por ende preciso trazado de lindes del remedio impugnaticio intentado, cabe señalar, siguiendo a doctrina especializada, que una de las características típicas de la casación es que: “…sólo tiene viabilidad en el caso que exista un motivo legal (o causal); por ende no es suficiente el simple interés –el agravio- sino que se precisa que el defecto o error que se le imputa al decisorio recurrido esté expresamente tipificado –objetivado- por ley (..). Por ello puede acotarse que su objeto es de delimitación restringida, pues está ceñido por dos elementos fundamentales, a saber: a) debe tratarse de una misma cuestión sobre la que versa el proceso principal, como sucede en todo recurso; y b) siendo esa vía “extraordinaria”, no puede referirse a la integridad del asunto ventilado en el juicio, vale decir que es preciso realizar una delimitación del tema recursivo.” (Cfr. Juan Carlos Hitters, Técnica de los recursos extraordinarios y de la casación, 2ª  Edición, Librería Editora Platense SRL, La Plata, 1998, p.213; citado anteriormente en STJSL 20/11/2007 “CHÁVEZ, MIRTA NORA c/ OBRA SOCIAL PERSONAL de IND. QUÌMICAS y PETROQUÍMICAS s/ COBRO DE PESOS – Recurso de Casación”).-
2) Que la cuestión planteada, ya ha sido resuelta por el Superior Tribunal en “URQUIZA, UBALDO FRANCISCO c/ NELLY H. DABAT DE CASTILLO y/o PROP. EST. RURAL s/ RECURSO DE CASACIÒN” - IURIX  N° 131121/5, de fecha 21/04/2016, y en “MANSILLA, OSCAR SEBASTIÁN c/ PROVINCIA A.R.T. S.A. s/ ACCIDENTE O ENFERMEDAD LABORAL – RECURSO DE CASACIÓN” – IURIX EXP Nº 171638/9, del 10/05/2017, precedentes en lo que se estableció la imposibilidad de aplicar índices indemnizatorios, a infortunios sucedidos con anteriores a la entrada en vigencia de aquellos. 
En el más reciente de los fallos citados se dijo, que “el Superior Tribunal ya se ha pronunciado sobre la cuestión traída a casación, en un planteamiento análogo, cuando en “URQUIZA, UBALDO FRANCISCO c/ NELLY H. DABAT DE CASTILLO y/o PROP. EST. RURAL s/ RECURSO DE CASACIÓN” - IURIX N° 131121/5, de fecha 21/04/2016, dijo que el Decreto N° 1694/09 no resultaba aplicable, porque no estaba vigente a la fecha del infortunio.

Para ello, se tuvo en cuenta lo dicho por la Corte Suprema en “Lucca de Hoz, Mirta Liliana c/ Taddei, Eduardo y otro”, en cuanto asentó, que la compensación económica en concepto de indemnización por infortunio laboral, debe determinarse conforme a la ley vigente, al momento en que se integra el presupuesto fáctico previsto en la norma, (primera manifestación invalidante, ya sea accidente, o enfermedad), con independencia de la efectiva promoción del pleito, pues sostener lo contrario, conllevaría a la aplicación retroactiva de la nueva ley a situaciones jurídicas, cuyas consecuencias se habían producido con anterioridad a su sanción.

Con ello, el precedente en análisis, dejó incólume el principio contenido en el anterior art. 3 del CC, -devenido en el nuevo art. 7 del CCC-, que consagra la irretroactividad de la ley, de una parte; y de otra, valoró que la aplicación del decreto N° 1694/09 a infortunios acaecidos con anterioridad a su vigencia, importaría, sin más, aplicación retroactiva, sin que tal posibilidad estuviese contenida en el mentado decreto, que en su art. 16 estableció en términos categóricos, que la vigencia de sus disposiciones comenzarían a partir de la publicación en el Boletín Oficial, -lo que aconteció el 06/11/2009-, y se aplicarían a las contingencias previstas en la Ley de Riesgos del Trabajo y sus modificatorias, cuya primera manifestación invalidante, se produjera a partir de esa fecha.

No se me oculta, que a lo largo de todo el país ha habido múltiples fallos, tanto en primera instancia, como en cámaras y superiores tribunales, en los que, por disímiles y variados argumentos, se ha admitido la aplicación del decreto 1694/09 y aun de la ley Nº 26.773, para determinar los montos resarcitorios de infortunios que ocurrieron con anterioridad a la vigencia de ambos cuerpos normativos, y en contra de la expresa prohibición de retroactividad que ambos contienen.

También es cierto, que otro grupo de pronunciamientos judiciales, en coincidencia con lo resuelto por este Superior Tribunal in re, “URQUIZA UBALDO FRANCISCO…”, ha rechazado la aplicación del decreto N° 1694/09 y de la ley Nº 26.773 (en lo que respecta al índice de actualización RIPTE), principalmente por estimar, que dicha aplicación vulnera el principio de irretroactividad de la ley.

La Corte Suprema en fecha 07/06/2016, en autos “Recurso de hecho deducido por la demandada en la causa Espósito, Dardo Luis c/ Provincia ART S.A. s/ accidente – ley especial” dijo, que la pretensión de aplicar el decreto N° 1694/09, comportaría un indebido apartamiento de la clara norma del art. 16 de dicho decreto, por lo que calificó de arbitrario el fallo en revisión, que lo había aplicado a infortunios ocurridos con anterioridad a su entrada en vigencia. Ver considerando 12.

Para arribar a tal solución, la Corte, en el Considerando 6, principió haciendo referencia a su propio precedente sentado en el caso “Lucca de Hoz” (Fallos: 333:1433), -citado por este Tribunal en “URQUIZA UBALDO FRANCISCO…”, a  propósito del que destacó, que el dictamen de la Procuradora Fiscal, en el que se basó la decisión de la Corte, “…dio cuenta de una postura que invariablemente había adoptado el Tribunal al pronunciarse acerca de los conflictos inter-temporales que suscitaron las sucesivas reformas legales del régimen especial de reparación de los accidentes y enfermedades del trabajo…”, en el caso “Lucca de Hoz” se descartó la aplicación retroactiva del decreto N° 1278/00.

Al explicar la Corte, por qué no se puede válidamente invocar la causa “Calderón” (precedente del Máximo Tribunal), tuvo especialmente en cuenta la especificidad y precisión de las pautas que la ley Nº 26.773 estableció para determinar, a qué accidentes o enfermedades laborales correspondería aplicarles las nuevas disposiciones legales en materia de prestaciones dinerarias, por lo que concluyó, que frente a “…la existencia de pautas legales específicas quedó excluida la posibilidad de acudir a las reglas generales de la legislación civil sobre aplicación temporal…”, Considerando 8.

Frente a ello, se debe tener en cuenta, que el decreto N° 1694/09 contiene precisiones semejantes a las de la ley Nº 26.773, en lo que respecta a los casos a los que debe aplicarse, es decir a aquellas contingencias cuya primera manifestación invalidante, se produzca a partir de la publicación del decreto en el Boletín Oficial”.
Por ello, se impone el rechazo del planteo casatorio, en virtud de lo cual VOTO A ESTA SEGUNDA CUESTIÓN, por la NEGATIVA.

Los Señores Ministros, Dres. CARLOS ALBERTO COBO y JAVIER SOLANO AYALA, comparten lo expresado por la Sra. Presidente, Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y votan en igual sentido a esta SEGUNDA CUESTIÓN.-
A LA TERCERA CUESTIÓN, la Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN, dijo: Dado la forma como se ha votado la cuestión anterior, no corresponde su tratamiento.-

Los Señores Ministros, Dres. CARLOS ALBERTO COBO y JAVIER SOLANO AYALA, comparten lo expresado por la Sra. Presidente, Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y votan en igual sentido a esta TERCERA CUESTIÓN.-
A LA CUARTA CUESTIÓN, la Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN, dijo: Que en consecuencia, corresponde rechazar el recurso de casación articulado. ASÍ LO VOTO.-

Los Señores Ministros, Dres. CARLOS ALBERTO COBO y JAVIER SOLANO AYALA, comparten lo expresado por la Sra. Presidente, Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.-
A LA QUINTA CUESTIÓN, la Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN, dijo: Que, en razón de tratarse de una cuestión controvertida, tanto en doctrina como en jurisprudencia, máxime si se tiene en cuenta la fecha de presentación del recurso, en la que aún no había sido dictado el precedente “Espósito…” de la Corte, ni “Urquiza…” ni “Mansilla…” del Superior Tribunal, las costas deberán imponerse por el orden causado, art. 68 in fine CPC y C.

Los Señores Ministros, Dres. CARLOS ALBERTO COBO y JAVIER SOLANO AYALA, comparten lo expresado por la Sra. Presidente, Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.-
Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Sres. Ministros la Sentencia que va a continuación:

San Luis, veintinueve de mayo de dos mil dieciocho.-

Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) RECHAZAR el Recurso de Casación articulado.-

II) Costas por su orden.-

REGÍSTRESE y NOTIFÍQUESE.-
No firma la Dra. LILIA ANA NOVILLO, por encontrarse excusada.-
La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Sres. Ministros del Superior Tribunal de Justicia, Dres. MARTHA RAQUEL CORVALÁN, CARLOS ALBERTO COBO y JAVIER SOLANO AYALA, en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis.-
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